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Doctor
Alejandro Ordóñez
PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN
E. S. D.
PROCESO: 

Exp. Rad. No. IUS 2012-447489 IUC D-2013-661-576188.
DISCIPLINADO: 
GUSTAVO FRANCISCO PETRO URREGO.
Respetado Señor Procurador: 
GUSTAVO FRANCISCO PETRO URREGO, Alcalde Mayor de Bogotá, identificado como aparece al pie de mi firma, en mi calidad de sancionado disciplinariamente en el radicado de la referencia, recuso al Señor Procurador General de la Nación, Alejandro Ordóñez, a la Sala Disciplinaria integrada por los señores Juan Carlos Novoa y Carlos Arturo Ramírez, a la Viceprocuradora General, doctora Marta Isabel Castañeda Curvelo y cualquier otro funcionario subalterno, de conformidad con las causales de recusación señaladas en el artículo 84 del Código Único Disciplinario. 
1.  CAUSALES DE RECUSACIÓN
Invoco dos causales para recusarlo:

a. Tener interés directo en la actuación disciplinaria (Código Único Disciplinario, art. 84, num.1)
b. Haber manifestado su opinión sobre el asunto materia de la actuación (Código Único Disciplinario, art. 84, num.1)
2. FUNDAMENTOS DE LA RECUSACIÓN
I. Imparcialidad del juzgador
El principio de la imparcialidad del juzgador, en cualquier tipo de procesos judiciales, administrativos o disciplinarios, es uno de los fundamentos del estado constitucional moderno. A diferencia del estado absolutista, que privilegiaba la razón de estado  y minimizaba –o francamente desconocía- los derechos individuales, el estado constitucional se fundamenta en la escrupulosa garantía de los derechos de los ciudadanos frente a posibles abusos del poder estatal. Y la imparcialidad del juzgador es uno de los pilares de tal estructura, fundada en que quien aplica justicia se limita a aplicar la ley y no a fallar conforme a sus preferencias personales o ideológicas.
1. Normas jurídicas nacionales e internacionales.
La Constitución Política de 1991 retoma ese principio universal del derecho en el artículo 29, que establece el debido proceso para “toda clase de actuaciones judiciales o administrativas” y  el Código Único Disciplinario (Ley 734 de 2002) así lo recoge en el artículo 94, donde establece los principios que rigen la actuación procesal disciplinaria: “La actuación disciplinaria se desarrollará conforme a los principios rectores consagrados en la presente ley y en el artículo 3° del Código Contencioso Administrativo. Así mismo, se observarán los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad, publicidad y contradicción.” (Énfasis añadido).
Pero no se trata sólo de un principio establecido en la Constitución y en la Ley que expide el Código Único Disciplinario. La Corte Constitucional, en la sentencia C-067de 2003, interpreta el significado del artículo 21 del Código Único Disciplinario, que establece la “aplicación de principios e integración normativa”. De acuerdo con este artículo, en efecto, “en lo no previsto en esta ley se aplicarán los tratados internacionales sobre derechos humanos”. La Corte, en la citada sentencia, recuerda el concepto de bloque de constitucionalidad retomado en dicho artículo 21 y en el artículo 93 de la Carta Política: 
“Los tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso, que reconocen los derechos humanos y que prohíben su limitación en los estados de excepción, prevalecen en el orden interno. Los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se interpretarán de conformidad con los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia.
La noción bloque de constitucionalidad, dice la Corte, pretende transmitir la idea de que la constitución política de un Estado es mucho más amplia que su texto constitucional, dado que existen otras disposiciones, contenidas en otros instrumentos o recopilaciones, que también son normas constitucionales, como los tratados y convenios internacionales firmados por el estado colombiano y ratificados por el Congreso de la República. Pero no sólo se trata de una ampliación del texto constitucional, sino también de la prevalencia de tales normas en el orden jurídico interno, lo que consagra el principio de globalización de los derechos humanos.
El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos es un tratado multilateral general que establece mecanismos para su protección y garantía y que recoge los derechos de todo ciudadano en los estados miembros de la Organización de las Naciones Unidas. Fue adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas mediante la Resolución 2200 A (XXI) del 16 de diciembre de 1966. Entró en vigor el 25 de marzo de 1976. Mediante la Ley 74 de 1968, el Congreso de la República ratificó dicho Pacto  y entró en vigor para Colombia a partir del 23 de marzo de 1976.
En el artículo 14, numeral 1, del Pacto se establece: “Todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de justicia. Toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las debidas garantías por un tribunal competente, independiente e imparcial…” (Énfasis añadido) 
El Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas ha planteado al respecto, de modo enfático, que “el derecho a ser juzgado por un tribunal independiente e imparcial es un derecho absoluto que no puede tener ninguna excepción”.
 
En el contexto americano, el Pacto de San José establece la Convención Americana de Derechos Humanos, que entró en vigencia el 18 de julio de 1978 y funda una de las bases del sistema interamericano de promoción y protección de los derechos humanos. El Congreso de la República de Colombia ratificó el Pacto mediante Ley 16 de 1972. El artículo 8 del Pacto, que consagra las garantías judiciales, establece en el numeral 1:
“Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.” (Énfasis añadido)
2. Jurisprudencia de las Altas Cortes
En reiterada jurisprudencia, la Corte Constitucional ha recordado la importancia de un juzgador imparcial como una garantía para la existencia de un Estado de Derecho, en la medida en que brinda al ciudadano un juicio justo y con respeto al debido proceso. En la Sentencia T-657 de 1998,  la Corte planteó incluso que la convivencia pacífica y el orden justo, consagrados en la Constitución como principios que rigen la relación entre las personas y el ordenamiento constitucional colombiano, reposan sobre la institución del tercero imparcial. La actuación parcializada de este funcionario daría al traste con cualquier posibilidad de lograr una decisión justa, y convertiría al Estado de Derecho en una burla cruel para quienes se acercaran a los estrados judiciales en procura de cumplida justicia. 
De modo similar, en el Auto 169 de 2009,  la Corte Constitucional definió la imparcialidad del juez, tribunal o juzgador: “La imparcialidad del Tribunal implica que sus integrantes no tengan un interés directo, una posición tomada, una preferencia por alguna de las partes y que no se encuentren involucrados en la controversia.”  Consecuentemente, la Corte recordó que el juez o tribunal debe separarse de una causa sometida a su conocimiento cuando exista algún motivo o duda que vaya en desmedro de la integridad del Tribunal como un órgano imparcial. 
En aras de salvaguardar la administración de justicia se debe asegurar que el juez se encuentre libre de todo prejuicio y que no exista temor alguno que ponga en duda el ejercicio de las funciones jurisdiccionales.
Si la imparcialidad personal de un tribunal o juez se presume hasta prueba en contrario, la apreciación objetiva consiste en determinar si, independientemente de la conducta personal del juez, ciertos hechos que pueden ser verificados autorizan a sospechar sobre la imparcialidad.
3. Doctrina y jurisprudencia internacional sobre la imparcialidad del juzgador.
El debate clásico sobre la imparcialidad del juzgador se remonta al derecho romano y a su personificación alegórica en una deidad femenina: Iustitia. En efecto, la diosa romana de la justicia ha simbolizado desde entonces en el mundo jurídico occidental la imagen de la justicia.  Aparece representada a menudo como una mujer con una venda en los ojos, que representa la objetividad, pues la justicia debería ser distribuida sin temor ni favores, sin consideración a identidad, dinero, poder o debilidad. La justicia, desde entonces, se simboliza como ciega e imparcial.  
El ex-magistrado y profesor en la Universidad de Yale,  Aharon Barak, en su obra fundamental El Juez en una Democracia
, plantea que la imparcialidad significa que el juzgador no tiene interés en el resultado y que hay ausencia de prejuicio tanto respecto a las partes involucradas en el proceso judicial o disciplinario como a la cuestión misma a decidir. La imparcialidad implica también objetividad, que se traduce en el principio de que el fallo en un proceso debe basarse en consideraciones que son externas al juez y que incluso ellas pueden entrar en conflicto con su visión personal. En palabras de Barak: “El juzgador no debe imponer sus propios valores subjetivos sobre la sociedad en la que opera (…) Jueces con perspectivas religiosas o seculares no deberían imponer sus concepciones a la sociedad en la que viven.”

Este requerimiento de objetividad impone una fuerte carga sobre el juzgador, reconoce Barak: 
“El juzgador debe ser capaz de distinguir entre su deseo personal y lo que es generalmente aceptado en la sociedad. Él  tiene que construir una clara división entre sus creencias como individuo y sus perspectivas como juzgador (…) Tiene que distinguir cuidadosamente entre su credo y el de la nación. Tiene que ser crítico de sí mismo y contenido en sus emociones. Tiene que respetar las cadenas que lo atan como juez.”

La Corte Suprema de Canadá describió el concepto de imparcialidad como “un estado o una actitud mental del tribunal o juzgador en relación con las cuestiones y las partes en un caso particular”.
  De modo similar, en un fallo clásico que hoy es citador por las altas cortes de todo el mundo, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos consideró que la noción de imparcialidad contiene un elemento subjetivo (ningún miembro del tribunal debería poseer un prejuicio personal) y uno objetivo (ofrecer garantías para excluir cualquier duda legítima al respecto).
  
II. Recusación del Procurador General de la Nación, a la Sala Disciplinaria integrada por los señores Juan Carlos Novoa y Carlos Arturo Ramírez y a la Viceprocuradora General, doctora Marta Isabel Castañeda Curvelo.
Las causales de impedimento y de recusación están instituidas en nuestra legislación como garantía de la imparcialidad que deben tener los juzgadores  en el desempeño de su labor.  
En el caso en cuestión, el Código Único Disciplinario (Ley 734 de 2002) contempla el impedimento y la recusación como mecanismos jurídicos para preservar el derecho a la imparcialidad de los funcionarios judiciales, a quienes corresponde apartarse del proceso de su conocimiento cuando se tipifica en su caso específico alguna de las causales que se encuentran expresamente descritas en la Ley.
De acuerdo con la sentencia T-176 de 2008,  la Corte Constitucional planteó que estas instituciones integran el derecho al debido proceso, ya que el trámite judicial adelantado por un juez subjetivamente incompetente no puede entenderse desarrollado bajo el amparo de las garantías requeridas para la recta administración de justicia.
En el proceso disciplinario en cuestión recuso, de conformidad  con el Código Único Disciplinario, artículo 84, al Procurador General de la Nación. Invoco dos causales para recusarlo:
· Tener interés directo en la actuación disciplinaria (Código Único Disciplinario, art. 84, num.1)
· Haber manifestado su opinión sobre el asunto materia de la actuación (Código Único Disciplinario, art. 84, num.1)
Paso a probar las razones en que se fundamenta la recusación:
1. Interés directo (moral) en la actuación disciplinaria
El Diccionario de la Real Academia de la Lengua define el interés como “inclinación del ánimo hacia un objeto, una persona, una narración, etc.” En el caso de un proceso judicial o administrativo, puede implicar un afecto amistoso o inamistoso hacia una de  las partes o algún tipo de involucramiento emocional que afecte su imparcialidad como juzgador.
En diversas sentencias, la Corte Constitucional ha clarificado la causal de impedimento y de recusación que se concreta en “el interés directo en la actuación”. De acuerdo con el Auto  080a de 2004, la Corte planteó que “la doctrina procesal ha reconocido que la procedencia de un impedimento o recusación, por la existencia de un interés en la decisión, requiere la comprobación previa de dos (2) requisitos esenciales, a saber: 
- El interés debe ser actual y directo”.  De  conformidad con dicha providencia, es directo “...cuando el juzgador obtiene, para sí o para los suyos, una ventaja o provecho de tipo patrimonial o moral, y es actual, cuando el vicio que se endilga de la capacidad interna del juzgador, se encuentra latente o concomitante al momento de tomar la decisión.”
- En el caso del interés moral, la Corte concluyó que “...si lo que se pretende probar es la existencia de un interés moral, debe acreditarse con absoluta claridad la afectación de su fuero interno, o en otras palabras, de su capacidad subjetiva para deliberar y fallar”.
En el Auto 169 de 2009, la Corte Constitucional sentenció al respecto: 
“La imparcialidad del Tribunal implica que sus integrantes no tengan un interés directo, una posición tomada, una preferencia por alguna de las partes y que no se encuentren involucrados en la controversia. El juez o tribunal debe separarse de una causa sometida a su conocimiento cuando exista algún motivo o duda que vaya en desmedro de la integridad del Tribunal como un órgano imparcial.”
De otro lado, en el Auto 160 de 2009,  se expresó:
“Faltaría a su deber e incurriría en vía de hecho quien motivara sus providencias en consideraciones privadas, ajenas al ordenamiento jurídico. Esta consideración adquiere particular significación tratándose del Procurador General de la Nación en los procesos de constitucionalidad, como quiera que, en ese escenario, al Procurador no le corresponde decidir sino conceptuar. Cabría decir que la valoración del interés moral debe ser más estricta en el juez, que decide, que en el Ministerio Público, que solo conceptúa. En la medida en que el concepto que debe rendir el Ministerio Público es la exposición razonada de los argumentos que, en su criterio, harán procedente la decisión en un determinado sentido, pero no comporta la adopción de la decisión como tal, el espacio para la interferencia de sus convicciones privadas en el ejercicio de la función es menor, porque en el concepto no pueden quedar plasmadas sino meras consideraciones jurídicas, únicas que serían de recibo. Distinta es la situación de quien está llamado a decidir como juez en un proceso, porque en esa hipótesis, los factores que pueden afectar la imparcialidad, se manifestarían con particular relevancia en la instancia de la decisión.”
En suma, la recusación de un juzgador fundada en el interés (moral) directo en la actuación se explica porque “la inclinación del ánimo” hacia una persona o hacia el asunto mismo, por alguna razón, comprometen su independencia, serenidad de ánimo o transparencia en el proceso.
2. El interés directo (moral) del Procurador le impide ser imparcial en el proceso disciplinario en cuestión e impide a sus subalternos ser imparciales.
El Catedrático de Derecho Procesal en la Universidad de Barcelona, Jordi Nieva Fenoll, ha planteado con razón que “es inconcebible que un juez no pueda tener ideología. Su obligada neutralidad no puede llegar hasta el punto de impedirle pensar libremente aquello que considere adecuado sobre la economía, la sociedad o la cultura en general.”
 Se trata, sin duda, de la libertad de pensamiento, de culto y expresión que es inherente a un estado constitucional y democrático de derecho. Y un juzgador no deja de ser ciudadano y de profesar ciertas convicciones personales, morales y religiosas.
Sin embargo, señala el mismo Profesor Nieva Fenoll, “la ideología de un juez no puede lastrarle en las consideraciones de su juicio jurisdiccional, haciéndole, literalmente, depender de la misma en el momento de dictar sentencia (…) Sus únicas ataduras ideológicas deben ser los mandatos de la Constitución (…) Por muy en desacuerdo que esté con la norma constitucional en su vida privada, en su labor como juez no puede ir en contra de lo que dispone dicha Norma.”

2.1. Tesis de grado de abogado
Ya en su tesis de grado para optar al título de abogado en la Universidad Santo Tomás (Bucaramanga), presentada en 1979 con el título de Los presupuestos fundamentales del estado católico, el joven Alejandro Ordóñez expresó con claridad sus convicciones morales y religiosos, así como su concepción del derecho en una sociedad moderna y democrática. La dedicatoria de la tesis reza: “A nuestra Señora la VIRGEN MARÍA, Madre de Dios y Madre nuestra, Coredentora del linaje humano, medianera de todas las gracias, suplicándole la restauración del Orden Cristiano y el aplastamiento del comunismo ateo…”

Desde las primeras páginas se formula con claridad un escrito teológico-jurídico-político, en el que el autor se auto-comprende como “soldado y apóstol” de Cristo para reconstituir el orden cristiano en este mundo, pues “toda autoridad viene de Dios” (pp. 4-5). Y cita para ello a San Pío X, en respuesta a la idea de un estado laico de inspiración cristiana propuesto por el filósofo cristiano Jaques Maritain: “La civilización no está por inventar, ni la ciudad nueva por construir en las nubes. Ha existido, existe: Es la civilización cristiana. No se trata más que de restaurarla sin cesar sobre sus fundamentos naturales y Divinos.” (p. 5) 
El capítulo I se ocupa de lo que Ordóñez denomina “Orden Temporal”, esto es, el Estado, la vida económica, política y social, desde la perspectiva del evangelio católico. Ya en el Génesis, plantea el autor, se escribió el plan de Dios, que al cabo de los siglos han roto los hombres y que se simboliza en la Torre de Babel, un estado de incomunicación de los hombres con Dios y entre ellos mismos. Cita para explicarlo a Marcel Clement, un sacerdote cercano al obispo tradicionalista Marcel Lefebvre: 
“Babel es el estado actual de la humanidad. El triunfo del liberalismo que se expresa en la decadencia de las naciones cristianas, caídas de nuevo en el paganismo, no tienen otra explicación profunda. A falta de apoyarse en la moral cristiana, los gobiernos liberales disocian la política de su fundamento moral: sus leyes convierten en legal lo que es contrario al orden moral. Como ocurre en los pueblos que no han recibido el mensaje del evangelio, se puede ahora, en occidente cristiano, repudiar a la mujer o al marido, contestar a las autoridades, interrumpir la vida de los niños concebidos…” (p. 9)
Luego retoma a Blas Piñar, un reconocido dirigente político de ultraderecha español
, fundador de Fuerza Nueva, grupo político de apoyo al franquismo y al nacional-catolicismo español, de cuyas filas surge un grupo paramilitar auto-denominado Guerrilleros de Cristo Rey, que desarrolló acciones militares contra sindicalistas, estudiantes y obreros antifranquistas en la segunda mitad de la década de 1970 en España.
  Discute sobre la tensión entre el orden temporal creado por los hombres y las normas divinas, citando a Blas Piñar en un Congreso de Civilta Católica, un grupo de extrema derecha italiano cercano a las ideas de Mussolini, en una afirmación que desprecia claramente las reglas democráticas: “La autoridad, por tanto, viene de Dios. No hay soberanía popular que derogue el catálogo, ni la ley como categoría de razón (…) El pueblo puede elegir, como el César pudo designar a Pilatos, pero la investidura no la confieren ni el César ni el pueblo.” (p. 11)
El Capítulo II se ocupa de “la concepción católica de la vida pública”. Tras cuestionar las distintas teorías políticas que fundamentan al estado en la vida moderna y que surgen cada cuarto de siglo, para dar paso a otras nuevas, recuerda la necesidad de una teoría política que no desprecie a Dios. Se trata, escribe Ordóñez, de una constitución cristiana del estado, claramente enemiga de la igualdad social, la democracia y de las libertades como fundamento del estado constitucional moderno: “La igualdad que proclama una constitución cristiana del estado conserva intacta la distinción entre los varios órdenes sociales exigida por la naturaleza; la libertad que defiende no lesiona los derechos de la verdad, que son superiores a los de la libertad; ni los de la justicia, que deben prevalecer sobre los del número y la fuerza; ni los derechos de Dios, que son superiores a los de los hombres.” (p. 17)
Cita allí a Martín-Artajo, político español anti-liberal, nombrado en 1940 por el dictador español Francisco Franco como presidente de Acción Católica
, un grupo de laicos católicos fundado por las directrices del Papa Pío XI y que tenía como objetivos  fundamentales la tarea de instaurar el reino de Cristo en la sociedad y de combatir la influencia del laicismo en la sociedad: “No hay más que un solo remedio: VOLVER A UN VERDADERO CRSITIANISMO EN EL ESTADO Y EN LA SOCIEDAD DE LOS ESTADOS”. (p. 18, mayúsculas en el original).
El capítulo III se ocupa de los “fundamentos del orden social y político”. Al discutir los fundamentos religiosos, plantea: “La pretensión liberal-comunista de que no existe vínculo alguno entre el hombre o el estado y Dios, creador y legislador Supremo, es totalmente contraria a la naturaleza (…) Este (sic) es el más grueso error de liberalismo filosófico, del cual derivan luego, en cadena, una parte de los errores socialistas, comunistas y totalitarios. “ (p. 19).
Cuando discute los fundamentos morales expresa su concepción jurídica explícitamente iusnaturalista y su rechazo del positivismo: “Existe una norma universal de rectitud moral que se aplica a la vida política, un sistema de principios éticos universales que obligan a súbditos y gobernantes, una ley moral que precide (sic) las conductas humanas. Es conveniente salirles (sic) al paso a quienes con la concepción materialista de las sociedades y el estado, niegan abiertamente la existencia de esta norma moral universal y satisface (sic) con un ordenamiento jurídico púramente (sic) positivo.” (p. 20)  Por el contrario, escribe Ordóñez, la moral se funda “sobre la ley eterna y las leyes divinas positivas.” (p. 21) Y agrega: “El magisterio de la Iglesia no puede ser más rico en estos aspectos; la lucha que le tocó librar contra el insurgente laicismo de principios de siglo, triunfante hoy (sic) hicieron (sic) que Papas como San Pío X, Pío IX y León XII promulgaran inolvidables encíclicas anatemizando tales errores.” (22)
Por último, discute los fundamentos jurídicos y reafirma su convicción iusnaturalista, en la que prevalecen las normas del derecho natural sobre las normas constitucionales y legales: “La civilización se apoya en las leyes inmutables del derecho y de la justicia, y el primado de estos (sic) es el fundamento más firme del estado. Este derecho hay que decirlo emana de la moral; el ordenamiento jurídico no es, no debe ser otra cosa que la expresión del orden querido por Dios. Se me podrá decir a manera de crítica, recuerde usted señor las frases evangélicas A DIOS LO QUE ES DE DIOS Y AL CESAR LO QUE ES DEL CESAR; lo anterior es cierto pero nadie ha dicho que el dar a Dios lo que es Dios y al César lo que es del César excluye o elimina que el es (sic) César también sea de Dios.” (p. 23) Y concluye categóricamente: “todo derecho humano positivo debe conformarse con el derecho natural”. (p. 24)
El joven Alejandro Ordóñez concluye el capítulo con una afirmación a medias sobre la prevalencia del derecho natural sobre el positivo: “Mucho me duele no poder traer a esta parte de la tesis los conceptos veridos (sic) por el Padre Jesuíta MARIANA sobre el tiranicidio y la resistencia a la ley que me serían de gran utilidad para solidificar más lo expuesto anteriormente.” (p. 25)  Pero, ¿de qué se tratan las tesis del Padre Mariana al respecto, que Ordóñez sólo menciona marginalmente? En efecto, Juan de Mariana, sacerdote jesuita español del siglo XVI, escribió una obra  De rege et regis institutione (Toledo, 1599),  considerada hoy un texto clásico en la fundamentación del tiranicidio, esto es,  darle muerte al tirano, al gobernante que ha abandonado su rol de líder y protector de sus gobernados. En otras palabras, quien ha vulnerado las normas del derecho natural. No en vano, las tesis de Mariana son estudiadas hoy como una justificación clásica del levantamiento contra el estado y de las acciones de hecho contra el gobernante. Como se recuerda en el artículo “Tiranicidio” en la Enciclopedia del Terrorismo: “Mariana afirmó que la gente tenía, no sólo el derecho de rebelión, sino también el remedio del asesinato, planteando que “si no es posible de otra manera salvar a la patria, el príncipe debería ser asesinado por la espada como un enemigo público””
 Y concluye Ordóñez, tras su mención de la tesis de Mariana: “Con la doctrina anterior se justificaron los alzamientos militares del heróico (sic) catolicismo Mejicano y español a mediados del presente siglo contra constituciones y leyes contrarias al derecho divino y natural.” (p. 25)  Ordóñez justifica así el alzamiento de las tropas nacionalistas y franquistas contra el gobierno democrático y constitucional de la República en España (1936-1939) y la posterior dictadura de Franco.    
El capítulo IV se ocupa de “la sociedad civil”. Tras citar a Santo Tomás de Aquino en su defensa de la sociedad como una trasplantación del orden natural creado por Dios, cuestiona la idea liberal de la sociedad como un producto de la libertad: “Falso de toda falsedad es la idea ROUSSONIANA (sic) que coloca la causa eficiente de la comunidad civil en la libre voluntad de cada uno de los hombres, fingiendo que estos (sic), por propio consentimiento, ceden algo de su derecho y de su libertad. Que (sic) grave error pues las normas fundamentales de la sociedad son inmutables y no dependen de la voluntad humana. Nunca podrán las perennes leyes de conformación social ser abrogadas por la voluntad humana.” (p. 28)
El capítulo V se ocupa de “libertad, igualdad y autoridad”. En debate crítico con la idea de libertad que profesa el liberalismo moderno, Ordóñez plantea que “la libertad no es la facultad de obrar lo que la voluntad apetesca (sic);  es la facultad racional de obrar precisamente en bien, según las normas de la ley eterna. No hay libertad para profesar el error ni para obrar el mal, mejor dicho eso no es libertad, sino libertinaje y desenfreno y a la postre esclavitud a la tiranía de las pasiones. O lo que es mismo como diría GREGORIO VXI “Libertad de perdición”.” (p. 32)  La libertad, por el contrario, significa para Ordóñez, una relación con la verdad: “Lo que nos hace libre (sic), como dice el Apóstol AMADO, es la verdad. He aquí la gran diferencia entre la concepción liberal de libertad y la concepción cristiana de ella. Mientras los cristianos decimos la verdad nos hace libres; los liberales dicen la libertad os hará verdaderos.” (pp. 34-35) Y concluye con una crítica feroz de las libertades democráticas, citando de nuevo a Blas Piñar: “De aquí que haya que preguntar si las llamadas libertades democráticas protegen esa libertad auténtica o la aminoran y destruyen.” (p. 36)
En el acápite sobre “tolerancia o libertad” reafirma su crítica del estado liberal y democrático: “el estado debe proteger la libertad verdadera y reprimir la falsa” (p. 38) A la luz de lo expresado en las páginas anteriores, ello significa que debe proteger la relación con Dios y la moral de allí derivada, como reprimir las libertades democráticas que, de acuerdo con esta concepción, son sólo una expresión de libertinaje. El estado, escribe Ordóñez, “[n]o puede declararse neutro, equiparando los derechos de la verdad a los del error, los de la virtud a los del vicio, y otorgando análoga libertad a unos y otros. No desconozco lo difícil que es imbuir las anteriores concepciones a espíritus inficionados desde hace varios lustros por los errores liberales y racionalistas acerca de la libertad.” (p. 38)
El capítulo concluye con un acápite sobre “igualdad católica o igualitarismo socialista”. En una clara defensa de la estratificación social, Ordóñez plantea que existe una igualdad de los hombres por naturaleza, esto es, que “están abocados todos a la misma eminente dignidad de hijos de Dios y todos y cada uno deben ser juzgados según una misma ley eterna. Pero la igualdad por naturaleza no conlleva una igualdad de condición, ni una igualación social. Por el contrario, la misma naturaleza de la vida social exige una desigualdad de situación y en consecuencia, de derecho y de autoridad. No porque los hombres sean iguales por naturaleza han de ocupar el mismo puesto en la vida social; cada cual tendrá el que adquirió por su conducta, pues, aunque la vida social exige unidad interior, no excluye las diferencias causadas por la realidad.” (p. 40)  Y cita a Martín-Artajo: “El principio de que toda desigualdad de condición social implica una injusticia es, contrario a la naturaleza de las cosas, es (sic) un principio subversivo del orden social.” (p. 40)
El capítulo VI se ocupa de “el poder y sus límites”. Consecuencia lógica de su defensa del derecho natural, que prevalece sobre el derecho positivo, es la postura relativista frente al poder humano o político. En efecto, el joven Ordóñez escribe; “Una sola causa tienen los hombres para no obedecer: cuando se les exige algo que repugna abiertamente al derecho natural o al derecho divino, porque cuando el poder humano manda algo contrario al derecho natural, o divino traspasa los límites que tiene fijados entrando la autoridad en conflicto y en este caso es justo no obedecer, pues hay que obedecer a Dios antes que a los hombres.” (pp. 47-48)   
Finalmente, la tesis de grado culmina con unas “conclusiones”. Escribe Ordóñez  a modo de epílogo: 
“Lo expuesto puede sintetizarse en el siguiente grito: NADA SIN DIOS. La proclama puede parecer anacrónica, incluso medieval, y, sin embargo, tiene vigencia, al menos entre puñados de hombres que aun conservamos la fe de siempre. Esto que fue bien visto por los grandes apologistas católicos del pasado siglo y por las fuerzas populares que resistieron la revolución moderna anticristiana en sus distintas expresiones, luego del triunfo de las democracias en la segunda guerra mundial, ha sido olvidado por quienes combatieron durante años el liberalismo y el socialismo, en sus formas y vertientes.” (p. 49)
Luego introduce un acápite con el título de “la democracia liberal-socialista que impera en los estados modernos es falsa en sus principios” (p. 49), en el que cuestiona sin ningún tipo de ambigüedades los principios y valores de la teoría democrática moderna: “El principio madre de la democracia moderna es que todo poder y toda legitimidad vienen de la voluntad popular. Para un verdadero “demócrata” lo que realmente importa no es que una determinada ley o medida de gobierno sea conveniente al bien común o nó (sic), comforme o no al orden natural, sino lo que importa es que sea “democrática”, esto es, emanada de la voluntad popular.” (p. 49) Y concluye el acápite con una sentencia explícitamente anti-democrática: “Vemos, pues que lo que debe contar no es la voluntad popular, sino la voluntad de Dios.” (p. 50)
En un acápite intitulado “la democracia como filosofía de vida”, Ordóñez retoma una obra de Mateo Roberto Gorostiaga, Cristianismo o revolución. Para una restauración cristiana de la patria
, publicada en 1977, una defensa del golpe militar de 1976 en Argentina como salvación de los principios cristianos frente a los enemigos de la patria, los revolucionarios de izquierda y los liberales. Gorostiaga, un ingeniero argentino, había fundado en 1959 con otros católicos tradicionalistas “La Ciudad católica” argentina, una filial de del grupo laico La Cité catholique, creada en Francia  por Jean Ousset,  y a la cual perteneció Marcel Lefebvre, fundador posterior de la Sociedad de San Pío X. La Ciudad católica argentina de Gorostiaga, una de las fuentes de Ordóñez, se propuso la “recristianización de la sociedad” y hacer llegar su mensaje antiliberal y anticomunista a los soldados de las Fuerzas armadas argentinas.  Y, en efecto, este grupo fue fundamental en la fundamentación moral y religiosa del golpe de estado militar y la “justificación moral” de la tortura y la eliminación física de militantes de izquierda en Argentina: se trataba de la defensa a muerte de la civilización cristiana contra los enemigos de Dios y de la patria, como ha documentado detalladamente el historiador argentino Mario Ranalletti.

Ordóñez critica con claridad  las bases de la democracia: “la autoridad no es otra cosa que la voluntad del pueblo, el cual, como único dueño de sí mismo, es también el único que puede mandarse a sí mismo.” Y condena los efectos que –señala- traen las libertades democráticas: “Como consecuencia de estos falsos principios vemos hoy en los estados modernos, la pornografía imperando sin trabas, toda censura teatral, cinematográfica o de prensa rechazada como algo medieval y cavernario, la homosexualidad reclamando sus derechos y el aborto ya aceptado en muchas naciones como el derecho a la libre maternidad.” (pp. 51-52)
Ordóñez cuestiona al marxismo como “un gran manipulador de la esperanza” y cita a Marcel de Corte: “el futuro en el comunismo es como el remedo de la vida eterna.” (pp. 52- 53)   Marcel de Corte, filósofo y teólogo belga, fue un profesor universitario que defendió el mantenimiento de la monarquía en Bélgica, el retorno a los principios de la Edad Media y combatió el igualitarismo, la globalización y el marxismo en tanto expresiones de la desintegración de la vidaNo moderna.
En un acápite intitulado “las democracias modernas son totalitarias”, en el que profundiza en su credo explícitamente anti-democrático y anti-constitucional, Ordóñez plantea: “Los regímenes modernos, llámense (sic) democracias o no se consideran con derecho a absorver (sic) todo el hombre, no hay dignidad humana que resista frente a la mitad más uno o al menos los dos tercios. Mas el único totalitario es CRISTO REY. A el (sic) están sujetos todos los hombres (...) En su nombre y no en otro nombre de cosa humana, por digna que esta (sic) sea, se debe rechazar el mito de la voluntad popular creadora del derecho. La democracia moderna tiende siempre al comunismo.” (54) 
En el último párrafo de la obra retoma el célebre “Discurso sobre la dictadura” de Juan Donoso Cortés, político y filósofo español, crítico de los efectos de la modernidad y de la revolución liberal, quien formula como pocos una justificación teórico-política de la dictadura. No en vano, Carl Schmitt, “el jurista de la corona” de la dictadura nazi y el más grande téorico de la dictadura en la época contemporánea, lo considera uno de los pensadores decisivos en la teoría de la dictadura contrarrevolucionaria.
  Ordóñez cita a Donoso Cortés y concluye su tesis de grado, en la Donoso Cortés justifica la dictadura, la tiranía, como una ley de la historia:
“El mundo, señores, camina con pasos rapidísimos a la constitución de un despotismo, el más gigantesco y asolador de que hay memoria en los hombres. A esto camina la civilización y a esto camina el mundo. Para anunciar estas cosas no necesito ser profeta. Me basta considerar el conjunto pavoroso de los acontecimientos humanos desde un único punto de vista verdadero: Desde las alturas católicas. Señores, no hay mas que dos represiones posibles, una interior y otra exterior; la religiosa y la política. Estas son de tal naturaleza, que cuando el termómetro religioso está subido, el termómetro de la represión política está bajo; y cuando el termómetro religioso está bajo, el termómetro político, la represión política, la tiranía está alta. Esta es una ley de la humanidad, una ley de la historia.” (p. 55) 
Síntesis. La tesis de grado de Alejandro Ordóñez puede sintetizarse en las siguientes ideas:
1. Todas las fuentes bibliográficas (no bíblicas ni papales) son de autores franquistas, falangistas, fascistas, fundamentalistas católicos,  defensores de la monarquía y de la dictadura.
2. No se trata de una tesis en ninguna área del derecho positivo, ni siquiera de filosofía del derecho. Es una tesis de teología jurídica, que aborda normas divinas supraconstitucionales y supralegales. No hay una sola mención al orden constitucional y legal imperante.
3. La tesis central: contribuir a la recristianización del mundo y al aplastamiento del comunismo ateo
4. Toda autoridad viene de Dios, no de las normas jurídicas ni de la democracia
5. En toda la obra hay un desprecio por la teoría democrática moderna
6. Se ataca al igualitarismo liberal y al igualitarismo social del socialismo
7. El ordenamiento jurídico auténtico procede de Dios, no de la voluntad popular ni del hombre
8. Si el derecho positivo (normas constitucionales, legales, etc.) contraviene las normas divinas, el primero es nulo. Hay que obedecer a Dios antes que a los hombres y a la voluntad popular
9. El liberalismo moderno y sus libertades democráticas es libertinaje
10. El estado debe proteger la verdad (Dios) y reprimir las libertades que conducen al libertinaje
11. Las desigualdades sociales proviene del orden natural creado por Dios. Intentar combatir la desigualdad es subversivo
12. Si los enemigos de Dios llegan a dominar, se justifica la tiranía y la dictadura para combatirlos
2.2. Obras de madurez.
Podría pensarse que estas ideas obedecen a alguna fiebre juvenil o a un período temprano de temprano misticismo y radical iusnaturalismo. Pero una lectura de las obras de madurez despeja la duda: Ordóñez mantiene sus convicciones religiosas y radicales de la juventud.
2.2.1. Hacia el libre desarrollo de nuestra animalidad
En su obra de 2003, Hacia el Libre Desarrollo de Nuestra Animalidad, publicada un cuarto de siglo tras su tesis de grado,  Alejandro Ordóñez
 reafirma buena parte de sus convicciones juveniles y ataca con fiereza la jurisprudencia constitucional que interpreta el artículo 16 constitucional (libre desarrollo de la personalidad).
Ya en el prólogo sostiene, en crítica explícita de la jurisprudencia de la Corte Constitucional: “Considero como mas adelante lo explicaré (sic) que al pretender fundar el derecho en el libertinaje se termina envileciendo la persona, equívoco este (sic) que ha permeado todo el derecho constitucional contemporáneo tanto que podemos afirmar sin temor a equivocarnos que se ha convertido en un “dogma-democrático”. (p. 3)
Tras cuestionar la jurisprudencia constitucional en los casos de aborto y homicidio piadoso, Ordóñez la califica de “holocausto silenciado”. (p. 20) Afirma luego: “la realidad debe primar sobre los prejuicios y esquemas ideológicos que con frecuencia se pretenden imponer prevalidos de la laicidad Estatal y de su acendrado agnosticismo.” (p. 21) Y sentencia: “Esta (sic) es la crisis más profunda de nuestra civilización.” (p. 25)
La salida a la crisis es planteada en términos iusnaturalistas: “Sólo la refundamentación del orden del derecho en la Divinidad y en el orden natural que de ella dimana, podrá conferirle a la ciudad terrena un rostro humano.” (p. 26) La crisis tiene una expresión política, citando al monarquista Marcel de Corte: “Es el Estado, convertido en maestro y detentador de la omnipotencia, en el lugar de Dios” (p. 44)
Sobre los derechos humanos defendidos por la Corte Constitucional, planteas el entonces magistrado del Consejo de Estado Alejandro Ordóñez, citando a Juan Carlos Ossandón, integrista católico chileno: “Son ciertos bienes privados emancipados de la necesaria tutela del bien común”. (p. 44) Y concluye: “Creo que nadie podrá tildarme de exagerado cuando afirmo que estamos ante una labor armonizada para imponerle por vía judicial a la sociedad colombiana una concepción del hombre, del mundo, de la sociedad, de la moral y de la familia radicalmente contraria a nuestras tradiciones; los últimos vestigios de instituciones cristianas están siendo sistemáticamente pulverizadas…” (p. 64) Y más adelante: “La Corte, so pretexto del pluralismo ha pretendido rediseñar moralmente la sociedad colombiana.” (p. 67)
En un rechazo abierto del pluralismo y de las consecuencias del estado constitucional configurado en la Constitución Política de 1991, Ordóñez afirma: “No es posible una sociedad pura y simplemente pluralista, donde desaparezca cualquier límite ya que ello avocaría (sic) inevitablemente a la anarquía y, finalmente, a la disolución.” (p. 68)  Las libertades (libertinaje para Ordóñez) que se derivan de la jurisprudencia constitucional y de los que denomina “inquisidores posmodernos” genera un “escandaloso totalitarismo”. (p. 72)
Cuando se ocupa del análisis de proyectos de ley que intentaron (infructuosamente) establecer los matrimonios entre homosexuales, Ordóñez recuerda –como en su tesis de grado- la relación entre derecho positivo y derecho natural: 
“Cuando estemos, ya fuere en el ejercicio judicial o en la actividad administrativa, ante la inminencia de aplicar una norma contraria al Derecho Divino o al Derecho natural no debemos olvidar las enseñanzas clarificadoras de la filosofía perenne: el texto –entiéndase la norma jurídica- recibe su autoridad en primer lugar, del hecho de expresar el derecho natural, no del mandato dictado por un amo: sea éste el Príncipe, el Führer, el poder de las asambleas legislativas, o la burocracia kafkiana, el derecho positivo recibe su fuerza del hecho de incluir la Justicia…” (p 78)  
Y de modo aún más revelador, escribe el entonces magistrado del Consejo de Estado Alejandro Ordóñez: “[P]or ello, cuando a Santo Tomás se le interrogaba si el juez debe aferrarse a lo escrito por la ley respondía: No cuando el texto va contra la justicia”. (pp. 78-79, énfasis en el original) Y añade con Santo Tomás: “las leyes injustas no son siquiera leyes”. (p. 79, énfasis en el original)
Síntesis. Los argumentos de la obra pueden resumirse así:
1. Aunque de modo más sutil que en su tesis de grado, Alejandro Ordoñez sigue siendo un fundamentalista católico y aboga por la recristianización de la sociedad
2. Debe sacrificarse la observancia de las normas del derecho positivo si ellas contravienen las normas divinas
3. Debe desobedecerse la jurisprudencia de la Corte Constitucional contraria al derecho natural y divino  
4. El estado es el nuevo ente omnipotente y totalitario, intentando remplazar a Dios
5. Los derechos humanos son bienes privados que niegan el bien común
2.2.2. El nuevo derecho, el nuevo orden mundial y la revolución cultural (Revista Verbo)
El entonces Consejero de Estado, Alejandro Ordóñez, publicó en 2005 un ensayo en la revista argentina Verbo
, perteneciente al movimiento de laicos católicos tradicionalistas La ciudad católica. Como ya se ha visto antes, dicho grupo, de origen francés, fue esencial en la fundamentación moral de la guerra contrarrevolucionaria desarrollada por el autodenominado Proceso de Reorganización Nacional, esto es, la dictadura militar argentina entre 1976 y 1983.  En efecto, La ciudad católica y Verbo  contribuyeron decisivamente a lo que denominaron “la recristianización de la sociedad” y al combate contra los enemigos apátridas: la izquierda, el comunismo, el liberalismo y la democracia neutral.
  La publicación de Ordóñez en Verbo delata que sus convicciones juveniles, plasmadas en la tesis de grado ya analizada anteriormente, continúan firmes y no se han desviado un ápice, aunque ya se manifiestan de modo más sutil en sus escritos.
El artículo, intitulado El Nuevo Derecho, el Nuevo Orden Mundial y la Revolución Cultural,  es la versión escrita de una conferencia pronunciada por Alejandro Ordóñez en el aula máxima de la Universidad Católica, con ocasión de la visita del príncipe Sixto Enrique de Borbón, el 4 de febrero de 2005, durante el I Foro Internacional Universitario “Identidad y legado histórico”. Sixto de Borbón es líder del  grupo carlista Comunión Tradicionalista y, para sus seguidores, pretendiente al trono de España como descendiente de Felipe V de España. El príncipe nombró a Ordóñez Caballero de la Orden de la Legitimidad Proscrita.
  
Alejandro Ordóñez comienza su texto con una disquisición nostálgica sobre las instituciones jurídicas coloniales pre-independentistas y deja deslizar el sinsabor por la ruptura que significó para estos pueblos la independencia de la Madre Patria (p. 33ss)  Tras elogiar la “política social” de la colonia (“en la época no hubo parangón en ordenamiento jurídico alguno”), señala que “el nivel de vida no distaba casi del europeo del momento” (p. 35) Ordóñez se apoya fundamentalmente en las obras del historiador boyacense Luis Corsi Otálora, fundador de Laicos por Colombia (una organización católica tradicionalista), quien designa en sus textos a Sixto de Borbón como “S.A.R.”, esto es, Su Alteza Real, y se refiere a los países latinoamericanos en sus obras como “las Españas ultramarinas” o “los países novogranadinos”.
  En otras palabras, para Ordóñez y Corsi no ha habido Independencia y se respira nostalgia de la monarquía borbónica.
Luego se ocupa, como ya había desarrollado en su tesis de grado, de lo que denomina “el carácter sacral de la autoridad”: “A riesgo de que me acusen de fundamentalista neotalibán, siempre he creído que la pérdida del sentido sacral de la autoridad es la única causa de su colapso.” (p. 39) Confirma en las mismas líneas sus profundas convicciones anti-democráticas y monárquicas: “Una cosa es que toda autoridad provenga de Dios como una fuente suprema y otra muy diferente que su origen sea una encuesta de opinión.” (p. 40)
En el siguiente acápite, “Del fetichismo legalista al fetichismo judicial”, Ordóñez cita el mismo acápite que introduce en su tesis de grado, el de Donoso Cortés, el más importante teórico político de la dictadura en lengua castellana. En un cuestionamiento de la autoridad pública o judicial que aplica meramente la ley, afirma sin ambigüedades: “Cuánto riesgo de lacerar la justicia cuando reducimos el derecho a las palabras de la ley (…) No podemos reducir la función judicial al imperio de la ley, carente ésta muchas veces de legitimidad…” (p. 40)  Cita allí la afirmación contundente de Tomás Casares, filósofo del derecho argentino y designado  Ministro de la Corte Suprema de Justicia de la Nación por el dictador militar Edelmiro Farrell en 1944: 
“El juez debe ser fiel a la leynla ley debe ser fiel a la justician y las dos al bien común pero si la ley no es fiel a la justicia el juez no puede ser fiel a la ley”
 
Como para que no queden dudas sobre la ambigüedad de Ordóñez con la ley positiva, la única a la que debe ser leal un Consejero de Estado y Procurador General de la Nación, cita de nuevo a Tomás Casares: “Y hay casos en que la conciencia de lo justo nos manda desobedecer la ley.”  (p. 42)
Posteriormente, Ordóñez desarrolla una disquisición sobre la relación que observa entre la estirpe calvinista y lo que denomina sarcásticamente el nuevo derecho, en el que “la sacralización girará en torno al juez constitucional y a los bloques de constitucionalidad” (p. 49) Para cuestionar dicha relación, acude a las tesis de Francisco Elías de Tejada, un famoso iusnaturalista español y representante acérrimo del tradicionalismo hispánico. Elías de Tejada, además, fue un catedrático con mucha influencia en la última década de la dictadura de Franco en España (Consejo de Educación) y cuidó de que sólo accedieran a cátedras de filosofía de derecho certificados católicos tradicionalistas e iusnaturalistas.
 
En su crítica de “el nuevo derecho”, dominante en la escena jurídica colombiana, plantea que es “el dogma laico de una nueva religión”, que reproduce los mismos autores (Dworkin, Alexy, Heck, Pound, Holmes, Ehrlich, Kantorowicz, Zagrevelsky (sic), Hart, Rawls), para llegar a “novedosísimas decisiones”: “Derecho al aborto, a la unión homosexual, a la eutanasia, a la eugenesia, al reconocimiento de derechos en cabeza de los animales, a la zoofilia, a la maternidad incógnita, derecho al suicidio, etc.” (p. 54)
Critica ferozmente el concepto central del constitucionalismo contemporáneo y de “el nuevo derecho”: la dignidad humana. Escribe Ordóñez: “Nunca antes en la historia se había insistido tanto en la dignidad humana como fundamento del ordenamiento jurídico y en la primacía de los derechos inalienables de la persona, pero también es cierto que nunca en la historia de la juridicidad se había olvidado el interés general como límite de ésta.” (p. 54)  Así se sintetiza, ni más ni menos, la fundamentación moral de los regímenes totalitarios, de izquierda y de derecha, para sacrificar algunos individuos (su integridad corporal, su vida), en nombre del bien común y del interés general.
Describe a continuación lo que denomina “la revolución cultural”, apoyándose en un texto de Acción Familia, el brazo público en Chile de Tradición, Familia y Propiedad, un grupo ultracatólico que apoyó sin ambages la dictadura militar de Pinochet (p. 56)
  La revolución cultural es “un programa de  deconstrucción de los restos de la sociedad de inspiración cristiana (…) su fundamento doctrinario se encuentra en una peculiar interpretación de los derechos humanos (…) Desde luego, todo lo anterior ejecutado por la dictadura de los tolerantes” (p. 56) Continúa en su análisis del proceso de revolución cultural, expresando con claridad su doctrina contra los derechos humanos, su condena de la jurisprudencia de la Corte Constitucional desde 1991 y su ataque a las posturas políticas que combaten las desigualdades sociales: “Tales metas se han logrado por medio de una revolución tranquila y anónima en nombre de la dignidad y de los derechos del hombre y en nombre de la autonomía y la libertad con respecto a las restricciones exteriores. La ideología de los derechos humanos que impera en la hora presente acaba impulsando la liberación absoluta del hombre (…) En su origen liberal el hombre se independiza no sólo de los reyes y de los privilegios, sino básicamente de Dios, de su ley y de la religión, luego de las desigualdades materiales y en la hora presente buscan liberarnos de todo aquello que limite la autonomía… “(p. 57) 
Ordóñez pasa a analizar “el constitucionalismo contemporáneo”: “hoy hemos pasado de una constitución del Estado, que organiza el poder político a una que diseña, crea y modifica totalitariamente el orden social mediante ideologizadas decisiones del juez constitucional”. (p. 59)   La tarea de combate a ese mundo se expresa con claridad unas páginas adelante: “Habría que desandar el trayecto de la secularización de la cultura occidental y derrotar al mundo que encierra a los derechos del hombre en el círculo ideológico de la democracia y el librealismo y el proyecto emancipador que encarnan.” (p. 62)
En los últimos apartes del texto, Ordóñez cuestiona ferozmente la globalización de los derechos humanos, el bloque de constitucionalidad y los tribunales internacionales, que destrozan las identidades nacionales e imponen un orden global homogenizador: “Acaso, señores, qué es la Corte Penal Internacional y el sistema interamericano de derechos humanos. En este momento ingresaremos definitivamente a la aldea global. Ya oigo el crujir de las cadenas, ya se perciben los humores del gran tirano.” (p. 67)
El último párrafo es una confesión personal de su carácter político reaccionario y de quienes considera sus enemigos, los liberales y los izquierdistas: 
“Pues bien, ustedes habrán observado que yo practico la incorrección, no me acomodo a esa verdad oficial, soy una especie de hereje de la modernidad y de la posmodernidad, una rara avis. Por eso bien podía (sic) afirmarse que lo anterior es n texto inexequible de los filosóficamente incorrecto; o si se quiere la confesión de un reaccionario; qué vamos a hacer, a la sociedad colombiana, y el Estado colombiano lo es (…) Quienes no profesamos el pensamiento correcto, cada vez seremos más estigmatizados como ignorantes premodernos, reaccionarios, fundamentalistas-neotalibanes, fascistas y demás epítetos creados diariamente por la inteligencia oficial, léase intelectualidad izquierdista que manipula los medios editoriales tanto hablados como escritos, sin desechar desde luego las nuevas escuelas de interpretación judicial que también llevan la misma impronta:” (p. 71)
2.3. Militancia religiosa y política
Puede argumentarse, de inicio, que la militancia en una organización católica y política, por más tradicionalista y conservadora que sea, no tiene por qué afectar la imparcialidad de un juzgador como Alejandro Ordóñez. En principio es cierto. Profesar una fe religiosa y tener profundas convicciones religiosas hace parte de la libertad de cultos y de fe consagrada en la Constitución Política y tiene que ser defendida como una garantía irrenunciable de una sociedad democrática. Pero aquí se defiende la tesis de que las convicciones religiosas del Procurador General de la Nación determinan, de modo sustancial, una concepción del derecho dispuesta a sacrificar el derecho positivo (Constitución Política, leyes, etc.) en nombre del derecho divino, cuando su primera obligación, como funcionario público, es el acatamiento estricto de las leyes colombianas. En efecto, su función constitucional es “vigilar el cumplimiento de la Constitución, las leyes, las decisiones judiciales y los actos administrativos”. (Constitución Política, artículo 277, numeral 1) 
Un reportaje periodístico reciente revela la personalidad del Procurador en esta cuestión: “Desde su escritorio no se ve un lugar que no tenga un elemento religioso. Al poner los íconos en su despacho, el 15 enero de 2009, retiró el cuadro de Francisco de Paula de Santander, el hombre de las leyes, para reemplazarlo por un crucifijo del cuerpo de Cristo, con el INRI resplandeciente en la parte superior de la cruz. Había hecho el mismo ritual cuando se posesionó como presidente del Consejo de Estado.”
   Como se ha visto en sus obras citadas anteriormente, esta iconografía confirma una postura intelectual: prevalece la cruz sobre las leyes, Dios sobre la constitución.
2.3.1. Tradición, Familia y Propiedad 
El periodista Daniel Coronel, en la revista Semana, reveló –con pruebas documentales y fotográficas- que el 13 de mayo de 1978 (día de la fiesta de la Virgen de Fátima) un grupo de jóvenes pertenecientes a la organización de laicos católicos, Tradición Familia y Propiedad (TFP), organizó una quema de libros en el Parque San Pío X de Bucaramanga.  Entre esos jóvenes, como él mismo ha aceptado en una entrevista, se encontraba Alejandro Ordóñez.
 El hecho fue documentado por un diario de la ciudad, que reproduce Coronel en su artículo y que muestra en primera fila a un entonces estudiante de derecho, Alejandro Ordóñez, lanzando libros a la hoguera. La noticia del diario reza: “FUEGO A LA PORNOGRAFÍA. – El sábado anterior a las siete de la noche los jóvenes de Tradición Familia y Propiedad, realizaron un simbólico acto en el que quemaron revistas y libros pornográficos en señal de protesta por el libertinaje y corrupción que ha invadido a la juventud y como freno al impúdico comercio del sexo. La hoguera se levantó en el Parque San Pío X.”
 
Entre los libros quemados por pornográficos e impúdicos se encontraban obras de Rousseau, Marx, García Márquez y una Biblia, que también encontraron pecaminosa por ser una edición protestante, no católica, apostólica y romana.  En entrevista con la periodista María Isabel Rueda, Alejandro Ordóñez reconoce su participación en el acto: “a usted le cuento, en el colmo de la tranquilidad, que soy mariano, y hace como 30 años un 13 de mayo varios compañeros de colegio y de barrio quemamos unas revistas que nos parecían pornográficas. Fue un acto de protesta, sencillamente.”

El acto de bibliocastia (o biblioclasmo), esto es, quema o destrucción de libros, ha sido estudiado por diversos autores. Fernando Báez, en su Historia universal de la destrucción de los libros
, recuerda la tipología de bibliocastas desarrollada por Umberto Eco. Existen  tres formas de bibliocastia: la biblioclastia fundamentalista, la biblioclastia por incuria, y aquella por interés. Respecto al biblioclasta fundamentalista, señala: “no odia los libros como objeto, teme por su contenido y no quiere que otros los lean. Además de un criminal, es un loco, por el fanatismo que lo anima. La historia registra pocos casos excepcionales de biblioclastia, como el incendio de la biblioteca de Alejandría o las hogueras nazis.”
 Siempre se recuerda a este respecto la célebre cita del gran escritor y periodista alemán, Heinrich Heine, en su tragedia reivindicadora de la tolerancia, Almansor (1821), que narra la quema del libro sagrado de los musulmanes, El Corán, tras la reconquista católica de Granada: “Eso fue sólo un preludio: allí donde se queman libros, al final también se queman seres humanos.”  En la historia cultural alemana se ha considerado esta pieza de Heine como un texto profético del holocausto nazi: lo que comenzó como una quema de libros concluyó en las cámaras de gas del Holocausto.
 
Regresemos al acto de bibliocastia desarrollado por el joven Alejandro Ordóñez y sus “compañeros de colegio y de barrio”.  El acto fue organizado, como reveló el periodista Daniel Coronel,  por Tradición Familia y Propiedad (TFP). Se trata de una organización tradicional católica, fundada por Plinio Correa de Oliveira en Brasil (1960). En 1984, la publicación británica Latin America Weekly Report describió a TFP como un grupo que sostiene que “todos los papas católicos desde Juan XXIII han tenido una influencia marxista”.
  TFP combate el aborto, la homosexualidad, el matrimonio entre homosexuales, el socialismo, la reforma agraria, y realiza actos públicos de repudio contra libros, películas y series televisivas que atentan, según la organización, contra los principios y valores morales cristianos. En síntesis, todo lo que consideran desviaciones modernas.
El diario The Washington Post  reveló en un artículo que los objetivos a combatir de la TFP incluían: “la pornografía,  las misas católicas en español y portugués y la teología de la liberación”.
 El mismo diario describió en 1986 a TFP como una organización de extrema derecha, exclusivamente masculina, apoyada por la dictadura de Pinochet en Chile y prohibida por actividades paramilitares en Venezuela desde 1984, donde estuvo implicada en un intento de asesinato del entonces papa Juan Pablo II.

2.3.2. Sociedad de San Pío X
Como lo revela un artículo periodístico antes citado, el Procurador General de la Nación,  Alejandro Ordóñez, asiste todos los domingos a la iglesia de Los Sagrados Corazones de Jesús y de María, en el barrio La Soledad, uno de los pocos lugares de Colombia donde la misa se celebra todavía en latín, conforme a las normas de la Sociedad de San Pío X. Y añade el artículo: “De hecho, después de graduarse como abogado tomó la decisión de irse como seminarista a uno de los centros de estudio de Marcel Lefebvre en Suiza, pero la carne lo llamó y aunque se alcanzó a vestir con el hábito negro el sueño de convertirse en cura terminó un año y medio más tarde.”

La Sociedad de San Pío X es una organización tradicionalista católica internacional fundada en 1970 por el arzobispo francés Marcel Lefebvre. La Sociedad es conocida por ser una defensora a ultranza y proponente de la misa tridentina (misa en latín, como fue practicada en la iglesia católica entre 1570 y 1969, cuando se introduce la misa de Pablo VI), así como de prácticas pías, creencias, costumbres y disciplina religiosa asociadas a menudo con el período anterior a las reformas del Concilio Vaticano II. La Sociedad plantea que dichas reformas promovieron enseñanzas heréticas y erróneas sobre materias como la revisión litúrgica, el ecumenismo, la libertad de religión y las relaciones con los judíos y el judaísmo.
La Sociedad de San Pío X es reconocida como una de las organizaciones más conservadoras de la iglesia católica, y no sólo por su defensa de las tradiciones preconciliares. A nivel político, muchísimos escándalos han rodeado a sus miembros, defensores a menudo de posturas de extrema derecha o antisemitas. Como se trata de un movimiento de origen francés, su trayectoria ha estado ligada a la historia moderna francesa. Es conocido el rechazo a la Revolución Francesa y a su herencia política, la República Francesa, así como el apoyo a la restauración de la monarquía absolutista. Paul Aulagnier, muy cercano a Lefebvre, fue citado en una publicación de la Sociedad (Polémique-Info) en 2001, cuando prestaba sus servicios en Bélgica, una monarquía constitucional: “Estoy encantado de estar en Bruselas (yo, que detesto la república y odio la democracia”)
  De modo similar, Lefebvre apoyó el régimen de Vichy (1940-44), que fue el gobierno títere francés durante la ocupación nazi hasta la liberación aliada en 1944, y al partido neo-nazi Frente Nacional y a su líder, Jean-Marie Le Pen.
 
2.3.3. Orden de la Legitimidad Proscrita / Comunión Tradicionalista
Alejandro Ordóñez pertenece también a la Orden de la Legitimidad Proscrita, un movimiento carlista de raíces españolas, que también se autodenomina Comunión Tradicionalista. Como escribió el profesor Mauricio García Villegas en el diario El Espectador: “Más significativa aún parece ser su vinculación actual con la llamada Orden de la Legitimidad Proscrita, cuyo líder es Don Sixto Enrique de Borbón, primo exiliado del Rey Juan Carlos de España y convencido de que la corona le pertenece a él y no a su primo. Don Sixto y los suyos creen que este mundo se vino abajo con la Ilustración francesa (siglo XVIII) y su horda de ateos que convirtieron a los fieles de las iglesias en ciudadanos de la calle. Don Sixto admira a Ordóñez y hace poco lo nombró caballero de su orden.”

El carlismo es un movimiento político tradicionalista de carácter antiliberal y contrarrevolucionario surgido en España en el siglo XIX, que pretende el establecimiento de una rama alternativa de la dinastía de los Borbones en el trono español, y que en sus orígenes propugnaba la vuelta al Antiguo Régimen, esto es, a la monarquía absoluta. Fue también una fuerza política y social fundamental en el apoyo a la dictadura de Franco. El carlismo se planteó una pregunta muy afín al pensamiento de Alejandro Ordóñez: ¿de dónde derivan los estados su poder: de Dios o de los seres humanos? La respuesta es diáfana: de Dios.

El ideario de la organización, como puede leerse en su página en la Red, se basa en los fundamentos inmutables de la legitimidad española sintetizados por el Rey Don Alfonso Carlos I (Real Decreto de 23 de enero de 1936). Su enunciado es el siguiente:

1.- La Religión Católica, Apostólica y Romana con la unidad y consecuencias jurídicas con que fue servida y amada tradicionalmente en nuestros Reinos.
2.- La constitución natural y orgánica de los estados y cuerpos de la sociedad tradicional.
3.- La federación histórica de las distintas regiones y sus fueros y libertades. Integrantes de la unidad patria española.
4.- La auténtica monarquía tradicional, legítima de origen y de ejercicio.
5.- Los principios y espíritu y, en cuanto sea prácticamente posible, el mismo estado de derecho y legislativo anterior al mal llamado derecho nuevo.
3. Apartes de mi programa de gobierno y de las actvidades ejecutadas como Alcalde Mayor que se oponen al credo del Procurador
Soy un excombatiente amnistiado del Movimiento 19 de Abril (M-19), tras el exitoso proceso de paz entre esa organización guerrillera y el gobierno de Virgilio Barco (1986-1990). El M-19 se desmovilizó, entregó las armas y se vinculó plenamente a la vida política legal, hasta el punto de que es hoy considerado el ejemplo más exitoso de un proceso de negociación del Estado con un movimiento guerrillero en la historia nacional. Una vez integrados a la vida política legal, el M-19 se transformó en la Alianza Democrática M-19 (AD M-19) y fue el movimiento más votado en las elecciones de la Asamblea Nacional Constituyente de 1990, que promulgó la vigente Constitución Política de Colombia. La coautoría de la Constitución es un hecho que marcará mi vida política  hasta hoy. 
Mi ideología política es de izquierda y se expresa en la lucha contra la desigualdad social y contra toda forma de discriminación, como también tiene un fuerte componente liberal y constitucionalista que se expresa en la defensa de los valores y principios de la Constitución Política vigente.  
La izquierda, como ideología política, se caracteriza por el apoyo a la igualdad social y por la oposición a la jerarquía y a la desigualdad social. Consecuentemente, se involucra a fondo por quienes aparecen como los más débiles socialmente, con la convicción de que las desigualdades injustificadas deben ser reducidas o eliminadas. Se remonta a la Revolución Francesa, opuesta a la monarquía y en favor de la creación de una república secular. Aunque estuvo asociada clásicamente a las luchas de proletarios y campesinos, en la época contemporánea se ha ampliado la base social y los discursos que promueven políticas de izquierda: las luchas de mujeres, homosexuales, ambientalistas, animalistas y diversos grupos sociales que se sienten de una u otra forma discriminados o ciudadanos de segunda categoría.
 En esta vertiente contemporánea puede incluirse el discurso, mi programa de gobierno y su ejecución. 
Fui elegido el 30 de octubre de 2011 como Alcalde Mayor de Bogotá, con base en un programa de gobierno al que denominé Bogotá Humana 2012-2016, hoy Plan de Desarrollo, convertido en norma distrital por el Acuerdo 489 de 2012. Una lectura atenta del Plan podrá advertir que el mismo es un desarrollo a fondo del artículo 1 de la Constitución Política de 1991, que reza:
ARTICULO   1. Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general.
 El Plan de Desarrollo Bogotá Humana 2012-2016 contiene tres ejes fundamentales:
1. Una ciudad que reduce la segregación y la discriminación: el ser humano en el centro de las preocupaciones del desarrollo
2. Un territorio que enfrenta el cambio climático y se ordena alrededor del agua
3. Una Bogotá en defensa y fortalecimiento de lo público
En el artículo 5 del Plan se establecen los objetivos del Eje 1 (Una ciudad que reduce la segregación y la discriminación: el ser humano en el centro de las preocupaciones del desarrollo). Deben resaltarse los siguientes:
“1. Reducir la desigualdad y la discriminación social, económica y cultural. Modificar las condiciones que restringen la formación de las personas, el acceso a condiciones de salud y nutrición adecuadas para su desarrollo integral, al conocimiento científico, tecnológico y estético, y a la producción y consumo de bienes culturales, así como al conocimiento y apropiación de valores culturales que les permitan asumir sus proyectos de vida sin recibir presiones o amenazas, ni ser discriminados por su orientación sexual, identidad de género, religión, política, pertenencia étnica o cultural.” 
2. Destacar los principios de igualdad, equidad y diversidad como derroteros de las acciones de la administración distrital, centradas en el bienestar de las personas como titulares de derechos y obligaciones, con un énfasis en la no discriminación y no exclusión, asociadas a identidades étnicas, culturales, de género o por orientación sexual, considerando la realización de los derechos como un imperativo ético y legal. 
(…)
4. Incrementar la capacidad financiera y económica de los más pobres.
(Énfasis añadido)
Se busca promover el empoderamiento social y político de los niños, niñas, adolescentes, jóvenes, adultos, personas mayores, las familias, mujeres, grupos étnicos afrodescendientes, palenqueros raizales, indígenas y Rrom, las personas las personas lesbianas, gays, bisexuales, transgeneristas e intersexuales, LGBTI y con discapacidad y en general de los grupos poblacionales discriminados y segregados de modo que se avance hacia la igualdad de oportunidades; la protección y restitución de sus derechos, visibilizando y ampliando sus oportunidades y suscitando el respeto y cambio de imaginarios frente a estereotipos entorno a la edad, el género, la pertenencia cultural y étnica, la orientación sexual, la identidad de género, la apariencia y la discapacidad.
En el artículo 6 del Plan de Desarrollo, que establece las estrategias para lograr el cumplimiento de los objetivos,  pueden resaltarse:
“2. Garantizar el acceso permanente y de calidad a la educación de niños, niñas, adolescentes y jóvenes, para ampliar la cobertura de la educación inicial, extender la jornada en la educación básica y media y articular esta última con la superior, hacia el mejoramiento de las oportunidades de los jóvenes de menores recursos de la ciudad, asegurar el enfoque diferencial para todas los grupos étnicos afrodescendientes, palenqueros raizales, indígenas y Rom, las personas LGBTI, con discapacidad y víctimas del conflicto armado.
3. Garantizar el ejercicio pleno de derechos de toda la ciudadanía, el reconocimiento de la diversidad y las diferencias en la formulación e implementación de las políticas públicas, reconocer los enfoques diferenciales de orientación sexual, identidad de género, género, pertenencia étnica y cultural, condición de discapacidad y ciclo vital: niños, niñas y adolescentes, adultos y adultos mayores y de la diversidad de las familias.
4. Defender, proteger y promover los derechos humanos, reconocer la dignidad y el restablecimiento de los derechos de las víctimas”
Pero no se trata sólo de objetivos y estrategias formulados en un Plan de Desarrollo, que pocos leen y que bien podrían haberse convertido en “letra muerta”. Las actividades que ha desarrollado la administración distrital y, el cumplimiento de mis funciones constitucionales y legales como Alcalde Mayor de Bogotá corresponden a lo enunciado en el Plan de Gobierno.
De acuerdo con el informe de Calidad de Vida 2012, los indicadores de pobreza y de desigualdad han descendido sensiblemente, así como las tasas de mortalidad infantil y las cifras de desempleo. Otras políticas públicas para combatir la desigualdad incluyen la triplicación del presupuesto para la educación pública, las rebajas en tarifas en transporte, agua potable gratis para los estratos más bajos, rebajas en las tarifas de aseo, entre otros.
  
Al mismo tiempo, la Alcaldía Mayor inaguró el primer centro comunitario para población LGTBI y, entre tanto, ya son 3 centros que atienden a personas de dichos colectivos, con el fin de eliminar la discriminación por preferencias sexuales.
4. ¿Por qué el Procurador General de la Nación, Alejandro Ordóñez, no puede ser imparcial con el Alcalde Mayor de Bogotá, Gustavo Petro?
Las obras de Alejandro Ordóñez y su militancia política y religiosa nos han mostrado minuciosamente su reconocida postura reaccionaria, ultra-católica, tradicionalista, monárquica, anti-democrática, anti-constitucionalista, jerárquica, restauradora, anti-independenista, contraria a los derechos de homosexuales, anti-abortista, anti antropocéntrica, anti-pluralista, teocéntrica, antiliberal y anticomunista. De todo ello puede deducirse, razonable y lógicamente, que mi programa de gobierno, el plan de desarrollo y mi ideología como Alcalde Mayor de Bogotá representan la antítesis de la concepción del mundo del Procurador General de la Nación, Alejandro Ordóñez. Pero no se trata, como podría pensarse, de una postura reaccionaria que podría convivir con la del Alcalde. Como se muestra profusamente en sus obras, el Procurador tiene la más íntima convicción de que un buen “soldado de Cristo” debe combatir con todas las armas posibles la impiedad que representa la ideología de izquierda que representa el Alcalde. Las tesis del Procurador podrían sintetizarse así en relación con las mías como Alcalde, a la luz de sus obras y trayectoria religiosa y política analizadas:
1. Para Alejandro Ordóñez, yo represento “el comunismo ateo”, uno de los enemigos fundamentales de “la recristianización del mundo” que se propone el Procurador en sus obras.
2. La izquierda es el enemigo cultural por antonomasia de los tres grupos políticos y religiosos en que ha militado el Procurador: Tradición, Familia y Propiedad; la Sociedad de San Pío X y la Orden de la Legitimidad Proscrita / Comunión Tradicionalista. Los tres grupos han participado abiertamente en el apoyo de dictaduras anticomunistas en España, Argentina, Chile, Brasil, Paraguay y Uruguay 
3. La ampliación de derechos y la atención a comunidades LGTBI es, para Alejandro Ordóñez, una revolución cultural totalitaria y expresa la anarquía disociativa del mundo liberal y socialista posmoderno.
4.  El otorgamiento de derechos plenos de ciudadanía y  de beneficios sociales a los miembros de la comunidad LGTBI es una vulneración y una ofensa del orden natural.
5. El programa de gobierno de Bogotá Humana, en el que no aparece Dios por ninguna parte, es la idolatría al dogma moderno de los derechos individuales, el clímax del antropocentrismo y el olvido del Jefe Supremo: Dios.
6. El Alcalde Mayor de Bogotá puede haber sido elegido por la mayoría de los ciudadanos votantes, pero si niega u olvida a Dios (y a su orden natural), viola la ley natural. Y la ley natural prevalece sobre la democracia de los hombres
7. Los centros comunitarios y los centros de atención a drogadictos son expresión del libertinaje liberal y socialista.
8. Las desigualdades sociales provienen del orden natural creador por Dios. Combatirlas es cuestionar el orden natural y, por tanto, subversivo.
9. La dignidad humana no puede ser el fundamento del derecho y de las políticas públicas. Es el bien común, el interés general, ligado al orden natural instaurado por el Creador.
10.  Si los enemigos de Dios llegan a gobernar y a dominar, se justifican la tiranía y la dictadura para combatirlos.
11. Si la ley positiva (creada por los hombres) no es fiel a la Justicia (normas divinas), el juez no puede ser fiel a la ley positiva. La conciencia de lo justo (lo divino) nos ordena desobedecer la ley positiva.
Síntesis. De las argumentaciones precedentes puede colegirse que, si las políticas públicas promovidas por un alcalde izquierdista, ateo y enemigo de Dios, contravienen las normas divinas y el orden natural, es justo desobedecer las normas constitucionales (con el bloque de constitucionalidad) y legales (derecho disciplinario) para restaurar el orden natural y eliminar la anarquía y el totalitarismo liberal y socialista.
5. El Procurador manifestó su opinión sobre el asunto materia dela actuación
El día lunes 9 de diciembre de 2013, el Procurador General de la Nación Alejandro Ordóñez ofreció una rueda de prensa en la sede misma de la Procuraduría, para leer un comunicado de prensa en el que anunciaba mi destitución e inhabilitación como Alcalde Mayor de Bogotá. Leyó apartes del comunicado:
· "La evidente crisis que sufrió la ciudad de Bogotá, los días18, 19 y 20 de diciembre de 2012, por la ABSOLUTA incapacidad del Distrito en la prestación del Servicio Público de Aseo…,"
· “La Procuraduría encontró probado en grado de CERTEZA, lo siguiente: En cuanto al primer cargo se determinó que el señor Alcalde de la ciudad de Bogotá DE MANERA LIBRE, CONSCIENTE Y VOLUNTARIA ORDENÓ ASIGNARLE LA PRESTACIÓN SERVICIO DE ASEO A DOS ENTIDADES SIN NINGUNA EXPERIENCIA, CONOCIMIENTO Y CAPACIDAD…."
· "La DELIBERADA IMPROVISACIÓN en la compra y alquiler de compactadores nuevos y usados con EVIDENTE DETRIMENTO AL PATRIMONIO PÚBLICO…"
· "La DETERMINACIÓN INTENCIONADA del señor Gustavo Petro Urrego quedó EVIDENCIADA en la precisas instrucciónes que le dió a…"
· "La Procuraduría demostró también en grado de certeza que implementó con el decreto 562 de 2012, un nuevo modelo de aseo para la ciudad de Bogotá, POR FUERA DE LA LEY, con los artículos 6, 8 y 9 del mencionado decreto, SE VULNERARON los principios constitucionales de libre empresa y competencia…."
· "LA PROCURADURÍA PROBÓ que la realización de las conductas fueron cometidas por el señor Alcalde de manera LIBRE, CONSCIENTE Y VOLUNTARIA en la medida en que el SABÍA que eran irregulares…"
· "Sin embargo, en el proceso SE ESTABLECIÓ que los dispuesto por la Corte Constitucional, NO CONDICIONÓ la adopción de un modelo de aseo, ni mucho menos que dicho modelo estuviera POR FUERA DE LA LEY, COMO EN EFECTO OCURRIÓ …"
· "La Procuraduría DEMOSTRÓ EN GRADO DE CERTEZA una tercera falta disciplinaria gravísima cuando autorizó la prestación del servicio de aseo con vehículos volquetas SITUACION QUE FUE ANTIRREGLAMENTARIA Y QUE SE CONVIRTIÓ EN UNA DE LAS CAUSAS por los cuales durante los días 18, 19 y 20 de diciembre de 2012 se dejaron de recoger entre 6 y 9 toneladas de basura en la ciudad capital. En ese orden de ideas la PROCURADURÍA DEMOSTRÓ que la DETERMINACIÓN del señor alcalde mayor PROVOCÓ LA CRISIS Y EL CAOS durante el mes de diciembre de 2012".
Las anteriores son algunas de las expresiones lanzadas por el Procurador General de la Nación, ALEJANDRO ORDOÑEZ, durante la rueda de prensa que convocó el día 11 de diciembre para anunciar el fallo y sustentar las razones del mismo. El Procurador emitió juicios de valor, justificó las decisiones adoptadas, intentó convencer a la ciudadanía de la justeza de la decisión adoptada, señaló de manera inequívoca al investigado como responsable de la supuesta "crisis" que vivió la ciudad de Bogotá y estableció que la conducta asumida por el alcalde había sido "libre, consciente y voluntaria".
El numeral 4 del artículo 84 del CDU establece como causal de recusación: “4. Haber sido apoderado o defensor de alguno de los sujetos procesales o contraparte de cualquiera de ellos, o haber dado consejo o manifestado su opinión sobre el asunto materia de la actuación”.  (Negrilla fuera de texto)  
El señor Procurador, por fuera del proceso, en una rueda de prensa, siendo el funcionario competente para conocer del proceso, cuyo conocimiento delegó en la Sala Disciplinaria, quien, por ende, puede retomar su competencia para decidir el recurso de reposición que se interponga contra el Fallo, ya manifestó su opinión sobre el mismo.
Adicionalmente, en sendos pronunciamientos, el Despacho de la Procuraduría General de la Nación ha planteado con claridad que hechos como los anteriores configuran un prejuzgamiento: "Como se ha sostenido en otros pronunciamientos emitidos por éste Despacho, para que se produzca un prejuzgamiento, es necesario que se reúnan algunos elementos, como que se dé por fuera del proceso, que sea expreso, que recaiga sobre la cuestión de fondo a decidir y que sea innecesario” (Subrayas y negrilla fuera de texto).

6.  Razones para la recusación a la Sala Disciplinaria y a la Viceprocuradora General.
El señor Procurador General de la Nación es el funcionario nominador de la Viceprocuradora General y de los integrantes de la Sala Disciplinaria, así como cualquier otro funcionario de la entidad, quienes, igualmente, están subordinados al Procurador General.
Por lo anterios, evidentemente estos funcionarios no pueden obrar con imparcialidad, frente a las tesis e ideologías que este sostiene, ya enunciadas, y frente a las directivas dadas por su Superior Jerárquico.
Así pues, como fui sancionado en calidad de determinador por el solo hecho de ser quien designa al director de la UAESP y al gerente de la EAAB y ejercer control de tutela, pese a ser entidades descentralizadas con personería jurídica y autonomía adminstrativa, con mayor razón, los subalternos del señor Procurador, al resolver el recurso, acatarán las instrucciones ya recibidas por su Superior, vía rueda de prensa, y, así mismo, ocurre con la Viceprocuradora.
3. PRUEBAS DE LA RECUSACIÓN
Anexo como prueba los siguientes documentos:
1) Tesis de grado: “PRESUPUESTOS FUNDAMENTALES DEL ESTADO CATÓLICO”por Alejandro Ordoñez Maldonado.
2) Documento titulado “EL NUEVO DERECHO, EL NUEVO ORDEN MUNDIAL Y LA REVOLUCION CULTURAL”, por Alejandro Ordoñez Maldonado.
3) Documento titulado: “HACIA EL LIBRE DESARROLLO DE NUESTRA ANIMALIDAD”, por Alejandro Ordoñez Maldonado.
4) Fotocopia fotográfica: Fuego a la Pornografía
4. SOLICITUD DE RECUSACIÓN
En mérito de lo expuesto y, habiendo demostrado profusa y minuciosamente que el Procurador General de la Nación tiene un interés directo (moral) en la actuación disciplinaria en mi contra y ha manifestado su concepto, por fuera de la actuación disciplinaria, sobre las cuestiones materia del proceso, debe concluirse que está impedido para juzgar con imparcialidad el proceso disciplinario en cuestión y, así mismo ello afecta la imparcialidad de los integrantes de la Sala Disciplinaria – Juan Carlos Novoa y Carlos Arturo Ramírez-, de la Viceprocuradora General de la Nación –  doctora Marta Isabel Castañeda Curvelo y cualquier otro funcionario subalterno.
Por lo tanto, recuso al Señor Procurador General de la Nación, Alejandro Ordóñez, a los integrantes de la Sala Disciplinaria – Juan Carlos Novoa y Carlos Arturo Ramírez-, a la Viceprocuradora General de la Nación –  doctora Marta Isabel Castañeda Curvelo y cualquier otro funcionario subalterno, por las causales de que trata los numerales 1 y 4 del artículo 84 del Código Único Disciplinario.
Por lo tanto, solicito el nombramiento de un Procurador Ad-Hoc, que no sea subalterno del Procurador General de la Nación, y que garantice un juzgamiento imparcial del disciplinado. El Senado de la República deberá definir un Procurador Ad-Hoc a partir de una terna integrada por candidatos del Presidente de la República, la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado. Todo ello, conforme a lo dispuesto en el artículo 276 de la Constitución Política de la República de Colombia.
Atentamente,
GUSTAVO FRANCISCO PETRO URREGO
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